	Fecha
	1° de julio de 1969
	Sesión número
	39

	Motivo: Amparo

	Recurrente: SANTOS MORALES ARIAS

	Recurrido: MINISTRO DE TRABAJO Y BIENESTAR SOCIAL

	Objeto del recurso: Alega el recurrente que el Ministerio se negó a extenderle una certificación del acta de la visita efectuada por un inspector de trabajo a su negocio denominado “Soda Girasol”, con lo cual infringió  los artículos 46, 30 y 11 de la Constitución Política, el 30 en relación con el artículo 79 del Código de Procedimientos Civiles.

	Respuesta del recurrido: Informa el recurrido que admite que el Inspector General de Trabajo, con la aprobación suya, no accedió a la solicitud del señor Morales, pero niega que por ese hecho, puedan resultar quebrantadas las normas constitucionales que cita el recurrente.

	Parte dispositiva
	Se declara sin lugar. El derecho a la libertad de comercio no puede ir más allá de los límites que la propia Constitución Política señala al proteger otros derechos, desde que todos forman parte del régimen jurídico constitucional, y su ejercicio debe armonizarse para que sea posible a coexistencia de unos y de otros. La Inspección General de Trabajo ejerce vigilancia sobre las condiciones en que los trabajadores prestan sus servicios y deberá considerar absolutamente confidencial el origen de cualquier queja que les de a conocer un defecto o una infracción de las disposiciones legales. No se infringe el artículo 46 de la Constitución Política, ya que el principio de confidencialidad se quebraría si el patrono pudiera procurarse libremente una copia del acta de visita.


N° 39
SESIÓN ORDINARIA DE CORTE PLENA celebrada a las catorce horas del día primero de julio de mil novecientos sesenta y nueve, con asistencia de los señores Magistrados Baudrit, Presidente; Quirós, Calzada, Coto, Jacobo, Retana, Vallejo, Bejarano, Soto, Fernández, Valverde, Trejos, Porter, Jugo y Odio. 
Artículo VIII
Se entró a conocer del recurso de Amparo promovido por el ciudadano Santos Morales Arias contra el señor Ministro de Trabajo y Bienestar Social, en escrito fechado y presentado el cuatro de mayo último, por cuanto el Ministerio se negó a extenderle una certificación del acta de la visita efectuada por un inspector de trabajo a su negocio denominado “Soda Girasol”, con lo cual infringió – según lo dice – los artículos 46, 30 y 11 de la Constitución Política, el 30 en relación con el artículo 79 del Código de Procedimientos Civiles.

El señor Ministro, al rendir el correspondiente informe, por oficio No. 840 de 3 de junio recién pasado, admite que el Inspector General de Trabajo, con la aprobación suya, no accedió a la solicitud del señor Morales, pero niega que por ese hecho, puedan resultar quebrantadas las normas constitucionales que cita el recurrente.


Discutido el asunto, se acordó: declarar sin lugar el recurso, de conformidad con las siguientes razones:

I.- Para alegar la infracción del artículo 46 de la Constitución Política a cuyo tenor es prohibido cualquier acto que amenace o restringa la libertad de comercio, el señor Morales Arias invoca los siguientes hechos; Que es dueño de un establecimiento de “soda”, situado en Golfito; que en ese establecimiento trabajan dos empleadas, que un inspector de trabajo hizo una visita al negocio, en ausencia del exponente; que en fecha posterior recibió una nota de otro funcionario del Ministerio de Trabajo en que se le pedía subsanar algunas irregularidades en relación al salario de sus empleadas y a otros derechos laborales que las leyes les conceden; que teniendo la impresión de que las empleadas habían suministrado datos falsos al inspector, solicitó a la Inspección General de Trabajo una certificación del acta de visita; y que el Inspector General, con la aprobación del señor Ministro del ramo, se negó a extender la certificación solicitada. Agrega el recurrente que “considera arbitraria la denegación, ya que con futuras actuaciones de parte del funcionario de trabajo, a espaldas de la parte patronal, nadie fomentaría la industria, la agricultura o el comercio, porque sería una imposición de los funcionarios administrativos “… que liquidaría la iniciativa privada, en violación del artículo 46 de la Carta Fundamental” (sic). Es equivocado ese razonamiento, pues así como el ejercicio del comercio implica una serie de obligaciones correlativas a cargo del comerciante, entre ellas las que emanan del régimen fiscal del Estado, así también el comerciante, en cuanto sea patrono, está obligado a cumplir los deberes que se derivan de la ley y del contrato de trabajo, sin que a pretexto de la libertad de comercio le sea permitido oponerse a la intervención de los funcionarios públicos que vigilan el cumplimiento de esos deberes, siempre que éstos lo hagan dentro de la esfera de sus facultades legales o conforme a una razonable prudencia, ni tampoco exigir a esos funcionarios una determinada conducta que podría hacer nugatoria su intervención.-  Es claro que de todo ello resultan restricciones; pero ninguna puede estimarse ilegítima o arbitraria, pues el derecho a la libertad de comercio no puede ir más allá de los límites que la propia Constitución Política señala al proteger otros derechos, desde que todos forman parte del régimen jurídico constitucional, y su ejercicio debe armonizarse para que sea posible a coexistencia de unos y de otros. Nótese que el artículo 56 de la Constitución dispone que el Estado debe impedir que se establezcan condiciones que en forma alguna menoscaben la libertad o la dignidad del hombre o que defrauden su trabajo a la condición de simple mercancía; y el artículo 57 prescribe que todo trabajador tiene derecho a un salario mínimo, de fijación periódica por jornada normal, que le procure bienestar y existencia digna; derechos que regulan el Código de Trabajo y sus leyes conexas, y que justifican ampliamente que los funcionarios de la Inspección General de Trabajo puedan ejercer una adecuada vigilancia sobre las condiciones en que los trabajadores prestan sus servicios.  En cuanto a las facultades de esos funcionarios, el Convenio N° 81 de la “Organización Internacional de Trabajo (OIT) que Costa Rica ratificó por Ley N° 2561 de 11 de Mayo de 1960 dispone lo siguiente: Artículo 12. Los inspectores de trabajo que acrediten debidamente su identidad están autorizados; a) Para entrar libremente y sin previa notificación, a cualquier hora del día o de la noche en todo establecimiento sujeto a inspección; b)…c) Para proceder a cualquier prueba, investigación o examen, que consideren necesario para cerciorarse de que las disposiciones legales se observen estrictamente, y en particular; 1) Para interrogar, solo o ante testigos, al empleador o al personal de la empresa sobre cualquier asunto relativo a la aplicación de las disposiciones legales…” También prescribe ese mismo artículo en su párrafo final, que: “Al efectuar una visita de inspección, el inspector deberá notificar su presencia al empleador o su representante, a menos que considere que dicha notificación pueda perjudicar el éxito de sus funciones”.  Además, el artículo 15 inciso c) del mismo Convenio N° 81 dispone: “Los inspectores de trabajo deberán considerar absolutamente confidencial el origen de cualquier queja que les de a conocer un defecto o una infracción de las disposiciones legales, y no manifestarán al empleador o a su representante que la visita de inspección se ha efectuado por haberse recibido dicha queja”.

Si esto es así en cuanto a una queja que no se haya recibido con ocasión de una visita realizada al negocio o empresa, lo mismo cabe decir en cuanto a los informes que se recojan durante la visita, pues de no mantenerse esa confidencialidad, o si se negara a los inspectores el derecho a interrogar a los empleados en la presencia del patrono, con ello se dificultaría mucho la labor de esos funcionarios, y es probable que los trabajadores, al menos en un gran número de casos, no se atreverían a formular ninguna queja contra el patrono.-  De todo lo dicho se concluye que el Ministerio de Trabajo no infringió el artículo 46 de la Constitución Política al negarse a extender la certificación solicitada por el señor Morales Arias, pues aquel principio de confidencialidad se quebraría si el patrono pudiera procurarse libremente una copia del acta de visita, produciéndose con ello un grave obstáculo para que los funcionarios del Ministerio puedan realizar eficazmente la labor de inspección que les corresponde.
II.-  Tampoco han sido quebrantados los artículos 11 y 30 de la misma Constitución, el primero porque no es verdad que el señor Ministro y el Inspector General de Trabajo se hayan arrogado facultades que las leyes no les conceden, conforme se desprende de lo dicho en los párrafos anteriores; y el 30, porque esa regla garantiza únicamente “el libre acceso a los departamentos administrativos con propósitos de información sobre asuntos de interés público”, no así sobre cuestiones de índole privada, como es la relativa a la certificación que solicitó el señor Morales Arias”.

III.-  Desechada la violación del artículo 30 constitucional, resulta innecesario determinar si algún derecho le otorga al recurrente el número 79 del Código de Procedimientos Civiles, pues en el recurso se vincula su pretendida infracción a la del artículo 30.  Además, el artículo 79 se refiere propiamente a los juicios que se tramitan ante los Tribunales, en armonía con el artículo 1055 del propio Código de Procedimientos; y aunque pudiera considerarse aplicable a otros asuntos y oficinas públicas, aun así se llegaría a lo mismo, pues en tal hipótesis la violación de ese artículo 79 – como regla independiente, no ligada al quebranto de ningún precepto constitucional – no podría discutirse en un recurso de amparo, pues éste sólo se concede para mantener o restablecer el goce de derechos consagrados en la Constitución Política.
IV.- Todas las razones expuestas obligan a denegar el recurso, sin perjuicio del derecho que tenga el señor Morales para aducir como prueba la certificación del acta de visita, si llegara a platearse alguna controversia ante los Tribunales y si la autoridad judicial estimare admisible esa prueba dentro del juicio correspondiente. 
